
Santiago, veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Vistos  y teniendo presente :

1 . -º  Que, en lo principal del escrito agregados a estos autos el se orñ  

Julio Maiers Hechenleitner, Director Administrativo de la Presidencia de la 

Rep blica,  en su calidad de Jefe Superior de ese organismo, se ala queú ñ  

encontr ndose dentro de plazo, y de conformidad con lo dispuesto por losá  

art culos 28 y siguientes de la Ley N 20.285 sobre Acceso a la Informaci ní ° ó  

P blica,  interpone  reclamo  de  ilegalidad  en  contra  de  la  Decisi n  deú ó  

Amparo rol C-1.497-18, de 26 de julio de 2018 ( Decisi n Reclamada ),“ ó ”  

notificada a esa entidad el d a 31 de julio, por la cual el Consejo para laí  

Transparencia  acoge el  amparo del  derecho de acceso a la  informaci nó  

formulado por el se or Andr s L pez Vergara el d a 12 de abril de esteñ é ó í  

a o, ordenando a la Presidencia de la Rep blica entregar a ese solicitanteñ ú  

una serie de correos electr nicos enviados por una ex funcionaria de dichoó  

Organismo.

Se ala que de acuerdo a lo preceptuado por el inciso segundo delñ  

art culo 28 de la Ley de Transparencia dicho organismo tiene legitimaci ní ó  

activa para interponer tal reclamo, por cuanto la causal de denegaci n deó  

informaci n es distinta de la se alada en el numeral 1 del art culo 21 de esaó ñ í  

ley.

Agrega, que la Decisi n Reclamada es manifiestamente ilegal, vulneraó  

abiertamente no s lo la letra y esp ritu de la Ley de Transparencia, sino queó í  

adem s violenta de manera manifiesta derechos fundamentales garantizadoá  

por la  Constituci n  Pol tica  y los  tratados  internacionales  ratificados  poró í  

Chile y que se encuentran vigentes.

Por tal raz n solicita tener por interpuesto reclamo de ilegalidad enó  

contra  de  la  decisi n  de  amparo  referida,  acogerlo  a  tramitaci n  y,  enó ó  

m rito de lo expuesto, declarar que se deja sin efecto dicha decisi n y, ené ó  

consecuencia, que se deniega al se or Andr s L pez Vergara la solicitud deñ é ó  

acceso  a  la  informaci n  de  2  de  abril  de  2018  singulariza  en  el  folioó  

N AA001T0000919;°

2 .-°  Que, por otra parte el reclamante se ala que el d a 2 de abril elñ í  

se or L pez efectu  la siguiente solicitud de acceso a la Presidencia de lañ ó ó  

Rep blica: solicito acceder a los correos electr nicos de Ana Lya Uriarteú “ ó  
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referentes al cierre del penal Punta Peuco, al caso Caval y la renuncia de 

Sebasti n D valos.á á ”

Indica en el reclamo que de conformidad con lo dispuesto en art culoí  

20 de la Ley de Transparencia, en concordancia con el art culo 34 de suí  

Reglamento,  contenido  en  el  Decreto  Supremo  N 13  de  2009,  del°  

Ministerio Secretar a General de la Presidencia, la instituci n que representaí ó  

procedi  a notificar,  mediante correo electr nico de fecha 9 de abril  deó ó  

2018,  a  la  se ora  Uriarte,  que  el  se or  L pez  solicita  v a  Ley  deñ ñ ó í  

Transparencia los correos electr nicos aludidos.ó

Mediante correo electr nico de 12 de abril, la se ora Uriarte adjuntaó ñ  

en  tiempo y forma carta  respuesta  en la  que  hizo valer  su  derecho de 

oposici n, ampar ndose en la garant a constitucional de inviolabilidad de lasó á í  

comunicaciones del art culo 19 N 5, en concordancia con la jurisprudenciaí °  

del Tribunal Constitucional sobre la materia (correos electr nicos) en fallosó  

roles 2.246-2012 y 2.153-2011.

Luego, a trav s de correo electr nico de 12 de abril, se inform  alé ó ó  

solicitante  que  la  Presidencia  de  la  Rep blica  se  ve  impedida  deú  

proporcionar  los  antecedentes  solicitados  en virtud de lo  dispuesto en el 

inciso segundo del art culo 20 de la Ley de Transparencia, acompa andoí ñ  

copia de la notificaci n y respuesta de la se ora Uriarte, y tachando poró ñ  

cierto los datos personales de conformidad a lo establecido en la ley n meroú  

19.628 sobre Protecci n de la Vida Privada.ó

Mediante Oficio N E2528, de fecha 27 de abril de 2018, el Consejo°  

para la Transparencia notific  a la Presidencia de la Rep blica del amparoó ú  

al derecho de acceso a la informaci n p blica,  rol C 1497-18, interpuestoó ú  

en  su contra  por  el  se or  Andr s  L pez  Vergara,  basado en que se  leñ é ó  

deneg  el acceso a su solicitud de acceso a tales correos electr nicos;ó ó

3 .-°   Que,  el  amparo  se alado  precedentemente  fue  conocido  yñ  

resuelto  por el  Consejo Directivo del  Consejo para la  Transparencia en 

sesi n del d a 26 de abril del a o reci n pasado.ó í ñ é

 Dos  consejeros  estuvieron  por  acoger  el  amparo   y  dos  por 

rechazarlo  y,  gracias  al  voto  dirimente  del  Presidente  se  hizo  lugar  al 

amparo  y  se  orden  a  la  Presidencia  hacer  entrega  de  los  correosó  

electr nicos de la Sra. Uriarte.ó
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A continuaci n explicita sucintamente los fundamentos principales deó  

la Decisi n Reclamada:ó

   a) Se indica en ella que para justificar la reserva de informaci n, laó  

afectaci n  del  derecho  debe  ser  presente  o  probable  y  suficientementeó  

espec fica, debiendo el rgano o el tercero afectado acreditar que el da oí ó ñ  

que genera la publicidad supera el perjuicio que genera al libre acceso a 

mantener la informaci n en secreto. ó

b) Los correos electr nicos generados desde una casilla institucionaló  

son p blicos en la medida que digan relaci n  directa con el ejercicio deú ó  

competencias  p blicas,  y ellos  permiten una comunicaci n  eficaz que haú ó  

venido a reemplazar los documentos en formato papel, entonces no est ná  

ajenos al escrutinio y control ciudadano.

c) De admitir la privacidad de los correos electr nicos, se crear a unó í  

canal  secreto que transformar a  en reservados  documentos  esencialmenteí  

p blicos.  As  ocurrir a,  por  ejemplo,  con los  documentos  adjuntos  a  unú í í  

correo electr nico. De esta manera, el secreto o reserva de la informaci nó ó  

dependen del contenido y no del continente.

Asimismo, tal como lo especifica el Consejo para la Transparencia, la 

reserva  de  los  correos  electr nicos  generar a  un  canal  secreto  queó í “  

transforma en reservado documentos esencialmente p blicos , toda vez queú ”  

los  documentos  adjuntos  o  respuestas  o  actos  que  los  rganos  de  laó  

Administraci n otorguen o comunican electr nicamente, al ser parte de unó ó  

procedimiento  administrativo  y  de  un  expediente  administrativo,  son 

p blicos, salvo que concurra alguna de las causales de reserva establecidasú  

en la Constituci n y desarrolladas por la Ley de Transparencia.ó

4 .-°  Que, en lo principal del escrito agregado a estos antecedentes, 

Andrea Ruiz Rosas, abogada, Directora General suplente y representante 

legal del Consejo para la Transparencia informa el reclamo de ilegalidad, 

solicitando que ste sea rechazado todas partes por las consideraciones deé  

hecho y de derecho que expone a continuaci n:ó

a)Dice que con fecha 02 de 2018 don Andr s  L pez Vergara solicit  aé ó ó  

presidencia de la Rep blica los correos electr nicos de Ana Lya Uriarteú “ ó  

referentes al cierre del penal Punta Peuco, el caso Caval y la renuncia de 

Sebasti n D valos .á á ”
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b) Agrega que por medio de correo electr nico de fecha 9 de abril deó  

2018, el rgano requerido, comunic  a do a Ana Ly a Uriarte, conforme aló ó ñ í  

art culo 20 de la Ley de Transparencia, la solicitud de acceso del requirente,í  

y su derecho a oponerse para entregar informaci n pedida;ó

c) Que, mediante archivos junto a correo electr nico de fecha 12 deó  

abril  del presente a o,  do a Ana Lya Uriarte se opuso a la entrega delñ ñ  

informaci n  pedida,  argumentando  al  efecto,  en  s ntesis  que  los  correosó í  

electr nicos  de  un  funcionario  p blico  pertenecen  a  la  esfera  de  suó ú  

intimidad y est n amparados por la inviolabilidad de las comunicaciones;á

d)  Asimismo,  mediante  correo  electr nico  de  la  misma  fecha,  laó  

Presidencia de la  Rep blica dio respuesta a la solicitud de acceso  a laú  

informaci n  p blica,  denegando  el  acceso  a  los  correos  electr nicosó ú ó  

requeridos atend a la oposici n deducida por la titular de los mismos y,í ó  

conforme a la respuesta dada, el solicitante dedujo amparo a su derecho de 

acceso a la informaci n en contra del se alado rgano de la Administraci nó ñ ó ó  

del Estado, fundado en la respuesta negativa a su solicitud de informaci n;ó

e) Mediante Oficio N E2528, de 26 de abril de 2018, la Corporaci n° ó  

confiri  traslado del Amparo rol C1497-18, al se or Director Administrativoó ñ  

de la Presidencia de la Rep blica, quien por medio de Ord. N  393, deú °  

fecha 11 de mayo del mismo a o, present  sus descargos u observaciones,ñ ó  

se alando,  en s ntesis,  que una vez  deducida la  oposici n  por  parte  delñ í ó  

tercero interesado dicho organismo qued  impedido de permitir el acceso aó  

la  informaci n  requerida  seg n  mandato  el  art culo  20  de  la  Ley  deó ú í  

Transparencia;

 f)  En  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art culo  25  de  la  Ley  deí  

Transparencia, mediante oficio N  2529, de fecha 26 de abril de 2018, se°  

confiri  traslado  a  do a  Ana  Lya  Uriarte,  en  su  calidad  de  terceroó ñ  

interesado en el presente amparo. Al efecto, por medio de archivo adjunto 

al correo electr nico de fecha 6 de mayo de 2018, dicho tercero evacu  susó ó  

descargos u observaciones del caso, reiterando su oposici n a entregar laó  

informaci n  requerida,  por  cuanto  acceder  a  la  petici n  del  recurrente,ó ó  

necesariamente conlleva la autorizaci n a terceras personas para conocer yó  

revisar todo el caudal de los miles de mails existentes en la que era su casilla 

electr nica y que involucra no s lo autoridades,  nacionales y extranjeras,ó ó  
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sino tambi n a ciudadanos que, por diversas razones se dirigieron a ella, siné  

entender o saber que por ello estaban expuestos a un conocimiento p blicoú  

de aquella comunicaci n que generaron, en la convicci n que lo hac an conó ó í  

la Directora del Gabinete Presidencial  y no con el pa s  completo o coní  

personas distintas a la refer a funcionaria;í

 5 .-°  Que,  en  atenci n  a  lo  expuesto  en  el  informe  se aladoó ñ  

anteriormente, resulta que la controversia en estos autos est  circunscrita aá  

la entrega de correos electr nicos que fueron enviados desde la cuenta deó  

correo  institucional,  por  do a  Ana Lya  Uriarte,  cuando era  funcionariañ  

p blica, a saber, jefe del Gabinete Presidencial, al estimarse por el rganoú ó  

requerido  que  los  correos  electr nicos  institucionales  no  son  objeto  deló  

derecho  de  acceso,  y  que  su  revelaci n  afectar a  el  derecho  a  laó í  

inviolabilidad de las comunicaciones privadas, lo que configurar a la causalí  

de secreto o reserva del art culo 21 N 2 de la Ley de Transparencia, noí °  

obstante que dicen relaci n con un asunto ajeno a su vida privada y de losó  

funcionarios  p blicos  receptores,  y  por  lo  tanto,  no  protegido  por  laú  

inviolabilidad de las comunicaciones privadas;

6 .-°   Que, asimismo, se ala el informante que del texto del reclamoñ  

de ilegalidad, consta que ste se funda en la causal de reserva del N 2 delé °  

art culo 21 de la Ley de Transparencia, por cuanto la Presidencia consideraí  

que  la  entrega  de  informaci n  requerida,  afectar a  el  derecho  a  laó í  

inviolabilidad de las comunicaciones privadas de do a Ana Lya Uriarte y deñ  

los terceros que intercambiaron dichas comunicaciones, olvidando el rganoó  

reclamante  que  cuando  la  informaci n  se  deniega  por  afectaci n  deó ó  

derechos  de  tercero,  tal  oposici n  debe  ser  planteada  por  los  propiosó  

terceros supuestamente afectados, y no por el rgano requerido, pues noó  

puede alzarse como agente oficioso de estos, m s a n cuando la Presidenciaá ú  

comunic  la solicitud de informaci n a la ex funcionaria,  para efecto deó ó  

hacer valer lo pertinente a sus derechos, quien se opuso a la entrega de los 

correos electr nicos requeridos.ó

A continuaci n, el referido consejo, en cumplimiento del art culo 25ó í  

de la Ley de Transparencia, mediante oficio n mero 25 29 de 26 de abrilú  

de  2018,  le  notific  el  amparo  a  la  mencionada  funcionaria  para  queó  

formule  sus  descargos  y  observaciones,  que  lo  evacu  mediante  archivoó  
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adjunto  al  correo  electr nico  enviado  con  fecha  26  de  mayo  de  2018,ó  

argumentando que la entrega de los correos solicitados vulnera su derecho a 

la inviolabilidad de sus comunicaciones privadas amparado por el N 5 del°  

art culo  19  de  la  Constituci n  Pol tica.  Dado  que  la  Presidencia,  s loí ó í ó  

proporcion  el dato de contacto de la funcionaria emisora de los correosó  

electr nicos  y  no  indic  los  datos  de  terceros,  sean  estos  funcionariosó ó  

p blicos o no de la Presidencia de la Rep blica o ajenos a un rgano de laú ú ó  

administraci n,  receptores  de  dichas  comunicaciones,  el  Consejo para  laó  

Transparencia se vi  impedido de notificar a los dem s terceros; ó á

7 .-°   Que,  por otra parte  do a Ana Lya Uriarte,  emisora de losñ  

correos  electr nicos  requeridos,  fue legalmente  notificada  por el  Consejoó  

para la Transparencia, respecto de la decisi n de amparo ya se alada, quienó ñ  

opt  por  no  reclamar  de  ilegalidad  en  defensa  de  sus  derechosó  

supuestamente afectados, lo que importa sostener que renunci  t citamenteó á  

a  invocar  la  causal  de  secreto  del  art culo  21  N 2  de  la  Ley  deí °  

Transparencia  y  cualquier  otra  alegaci n  que  vaya  en  la  l nea  de  laó í  

afectaci n de su derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadasó  

y de su vida privada,  dando cuenta con ello,  que no es efectivo que el 

contenido de las comunicaciones electr nicas solicitadas diga relaci n conó ó  

esos derechos, pues si contuviera informaci n sensible y delicada, relativa aó  

aspectos personales o ntimos, ajenos al desempe o de su funci n p blica,í ñ ó ú  

sin  duda  hubiera  desplegado  todos  sus  esfuerzos  para  reservar  esa 

informaci n,  lo  que  no  hizo,  al  decidir  no  reclamar  de  ilegalidad,ó  

allan ndose con lo resuelto por el Consejo para la Transparencia, lo queá  

corrobora que el contenido de la comunicaci n no se refiere a espacios deó  

su vida privada, y que por lo tanto, tampoco transgrede la inviolabilidad de 

las comunicaciones privadas;

8 .-°   Que, como la legitimaci n activa se debe entender como laó  

aptitud o idoneidad otorgada a determinados sujetos procesales para realizar 

actos  de  connotaci n  jurisdiccional,  o  bien,  como  referida  a  unaó  

determinada relaci n del sujeto con la situaci n jur dica sustancial que seó ó í  

deduce en juicio.

Se ala el Consejo que en el caso del presente reclamo, cuando señ  

deniega el acceso a la informaci n por oposici n de terceros, la legitimaci nó ó ó  
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activa para reclamar de ilegalidad ha sido conferida por expresa disposici nó  

del inciso tercero del art culo 28 de la Ley de Transparencia, a los tercerosí  

posibles afectados con la entrega de la informaci n requerida.ó

En virtud de lo  antes  se alado,  se ha relevado de la  misma a lañ  

Presidencia de la Rep blica, entidad que carece de la posibilidad de ejercerú  

la presente reclamaci n;ó

9 .-°  Que, el tr mite de comunicaci n de la solicitud de informaci n aá ó ó  

los  terceros  eventualmente  afectados  con  la  misma,  no  es  de  car cterá  

facultativo para el  rgano requerido,  sino que es obligatorio  y reviste laó  

caracter stica  de  esencial,  seg n  lo  ha  se alado  la  Excelent sima  Corteí ú ñ í  

Suprema en sentencia de fecha 3 de abril de 2014, al resolver el recurso de 

queja Rol N 11.495-2013, caratulado Consejo para la Transparencia con° “  

Subsecretar a de Miner a .í í ”

Asimismo,  en  el  caso  sub  lite,  la  Presidencia  de  la  Rep blicaú  

comunic  a la emisora de los correos electr nicos requeridos, el contenidoó ó  

de la solicitud de informaci n, lo que posibilit  que ella ejerciera su derechoó ó  

oponerse a dicha entrega, en conformidad a lo dispuesto en el art culo 20í  

de la Ley de Transparencia tal como se acredit  en estos antecedentes.ó

Agrega el referido informe, que posteriormente, el se alado Consejo,ñ  

conforme a lo dispuesto en el art culo 25 de la citada ley, procedi  duranteí ó  

la tramitaci n del amparo a notificar a la se ora Uriarte de la interposici nó ñ ó  

del  amparo C1497-18,  quien se opuso expresamente a la  entrega de la 

informaci n solicitada.ó

En  atenci n  a  lo  se alado  precedentemente  y  de  acuerdo  a  loó ñ  

dispuesto los art culos 20 y 25 de la Ley de Transparencia, una vez ejercidoí  

el derecho a oposici n por parte de los terceros, el rgano requerido quedaó ó  

impedido  de  proporcionar  la  informaci n  solicitada,  salvo  resoluci n  enó ó  

contrario  del  Consejo  para  la  Transparencia,  tal  como  ocurri  en  laó  

decisi n de amparo C 1497-18, en cuyo caso la Presidencia de la Rep blicaó ú  

no se encuentra facultada para reclamar de ilegalidad, a diferencia de la 

situaci n  de  los  terceros  afectados,  a  quienes  la  norma  les  reconoceó  

expresamente  la  facultad  a  recurrir  en  contra  de  la  determinaci n  deló  

Consejo, ello por expresa disposici n del inciso tercero del art culo 28 de laó í  

referida ley, que se ala claramente El afectado tambi n podr  reclamar deñ “ é á  
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la  resoluci n  del  Consejo,  cuando  la  causal  invocada  hubiere  sido  laó  

oposici n  oportunamente  deducida  por  el  titular  de  la  informaci n,  deó ó  

conformidad al art culo 20 ;í ”

10 .-°  Que, si bien se ala el Consejo para la Transparencia que lañ  

Presidencia de la Rep blica no puede actuar como una especie de agenteú “  

oficioso  del  tercero cuya comunicaci n  se pretende hacer  p blica  y no” ó ú  

puede  concurrir  a  esta  sede  judicial  pretendiendo  una  declaraci n  deó  

ilegalidad de la Decisi n de Amparo del Consejo invocando una afectaci nó ó  

de un derecho ajeno, de un tercero, como lo es la se ora Ana Lya Uriarteñ  

Rodr guez, pues as  se la debe considerar en estos autos dado que, pudiendoí í  

hacerlo,  no  redujo  reclamo  de  ilegalidad,  no obstante  ser  la  titular  del 

derecho que se dice conculcado;

11 .-°   Que, en consecuencia, no teniendo legitimaci n la Presidenciaó  

de la Rep blica para deducir la presente reclamaci n, esta ser  rechazada,ú ó á  

sin  que  sea  necesario  emitir  un  pronunciamiento  respecto  al  fondo  del 

asunto.

Y, visto, adem s, lo dispuesto en el art culo 30 de la Ley 20.285, á í se  

rechaza el  reclamo  de  ilegalidad  deducido  por  don  Julio  Maiers 

Hechenleitner, Director Administrativo de la Presidencia de la Rep blica,ú  

en su calidad de Jefe Superior de ese organismo, en contra de la Decisi nó  

de Amparo rol C 1497-18 del Consejo para la Transparencia.

Redacci n del Ministro Alejandro Madrid Crohar .ó é

Reg strese y comun quese.í í

Rol Corte N  359-2018°
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Pronunciado por la Quinta Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Alejandro Madrid C., Alejandro

Rivera M., Maritza Elena Villadangos F. Santiago, veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

En Santiago, a veintinueve de mayo de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 07 de abril de 2019, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antartica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl.
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